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A efectos de valorar la viabilidad de que un centro 
sanitario privado pueda presentar y se le autorice 
por parte de la autoridad laboral un ERTE por 

fuerza mayor en el contexto de las medidas normativas 
que se vienen adoptando, se efectúan las siguientes 
consideraciones:

Hay que partir, de un lado, de lo previsto en el art. 1 
del RD-ley 9/2020, que establece que las actividades 
privadas relativas a la gestión de centros, servicios y 
establecimientos sanitarios se podrán considerar servicios 
esenciales y, en consecuencia, no podrán no suspenden o 
reducir su actividad. Esto, en principio, resulta coherente 
con el hecho de que el RD-ley 10/2020 haya previsto 
que a los trabajadores ocupados en estas actividades no 
les resulta de aplicación el permiso obligatorio retribuido 
(punto 9 del Anexo); medida establecida para limitar la 
movilidad de todos aquellos trabajadores ocupados en 
actividades o servicios no esenciales. Sin embargo, debe 
tenerse muy en cuenta que lo dispuesto en el citado art. 
1 del RD-ley 9/2020 no tiene una eficacia inmediata, 
sino que es una norma que requiere de posterior 
desarrollo, como se deduce claramente del hecho de que 
se señale que “se entenderán como servicios esenciales 
(…) los centros, servicios y establecimientos sanitarios, 
que determine el Ministerio de Sanidad”.  Es decir, se 
efectúa un llamamiento a posteriores normas que serán 
las que específica y concretamente determinarán que 
actividades sanitarias privadas quedan afectadas por la 
declaración de servicio esencial.

Pues bien, dando cumplimento a ello, se ha dictado 
por el Ministerio de Sanidad la “Orden SND/310/2020, 
de 31 de marzo, por la que se establecen como 
servicios esenciales determinados centros, servicios y 

establecimientos sanitarios”, cuyo artículo 1 se remite al 
Anexo de la propia orden a efectos de la determinación 
de los centros, servicios y establecimientos sanitarios 
considerados servicios esenciales. Sin perjuicio de 
deba hacerse una lectura cuidadosa y detallada del 
citado Anexo, puede destacarse el hecho que, aunque 
en términos generales, las “consultas médicas” 
se consideran esenciales, respecto a los “centros 
especializados” en la que seguramente quepa encuadrar 
un buen número de establecimientos privados dedicados 
específicamente a determinadas especialidades 
médicas, la Orden ministerial sólo incluye a algunos muy 
concretos dentro de los considerados como esenciales 
–por ejemplo, diálisis, diagnóstico, transfusión, salud 
mental- y otros se consideran esenciales sólo para 
situaciones de urgencia –tales como las clínicas dentales 
o los centros de cirugía ambulatoria-. El resto de centros 
especializados, sólo se considerarán esenciales en la 
medida que así se disponga por las autoridades sanitarias 
de la respectiva Comunidad Autónoma. Es decir, los no 
incluidos específicamente en el Anexo de la citada Orden 
deben considerarse no esenciales, salvo que se disponga 
lo contrario por la CCAA. En este sentido, en el caso de 
la Comunidad Autónoma de Cataluña, se debe tener en 
cuenta que ya se dictó hace unos días una Resolución 
declarando la obligación de suspender aquellas 
actividades sanitarias de carácter privado y de régimen 
ambulatorio, que no sean necesarias para tratamientos 
urgentes (“RESOLUCIÓ SLT/762/2020, de 23 de març, 
per la qual s’adopten mesures organitzatives en relació 
amb els centres, serveis i establiments sanitaris de 
titularitat privada de règim ambulatori, en el marc de 
l’estratègia de resposta a la infecció pel SARS-CoV-2”).

Por consiguiente, en este estado cosas y salvo de que 
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se puedan ir aprobando otras normas, cabe concluir 
que, por ejemplo, un centro privado especializado en 
oftalmología o urología, o una clínica dental, excepto en 
este último caso en lo que se refiere a tratamientos que se 
puedan considerar urgentes, no son servicios esenciales 
y, por tanto, debe entenderse que quedan afectados por 
las limitaciones de la movilidad derivadas tanto del RD 
463/2020, por el que se declara el estado de alarma, 
cuanto por el RD-ley 10/2020, que regula el permiso 
retribuido para reducir la movilidad de la población. En 
este sentido, la citada Orden del Ministerio de Sanidad 
310/2020, en su art. 3 establece que los centros, 
servicios y establecimiento sanitarios no declarados 
como servicios esenciales “deberán paralizar toda 
actividad que implique algún tipo de desplazamiento”; 
mientras que su art. 4 dispone que los trabajadores de 
tales servicios no considerados esenciales “disfrutarán 
del permiso retribuido, de carácter obligatorio” previsto 
en el RD-Ley 10/2020, “siempre y cuando cumplan con 
el resto de requisitos señalados en el citado real decreto-
ley”.

Pues bien, para determinar las opciones que tienen 
los centros sanitarios privados no afectados por la 
declaración de servicio esencial a efectos de dar 
cumplimiento a la orden expresa de paralizar toda 
actividad que conlleve desplazamientos y, en particular, 
para valorar qué medidas laborales pueden adoptarse 
respecto a sus trabajadores por cuenta ajena, hay, en 
efecto, que tener en cuenta el régimen establecido 
en dicho RD-ley 10/2020 sobre el permiso retribuido 
obligatorio, que, a su vez, alude a otras medidas laborales 
que se han ido aprobando en el contexto de la crisis del 
Covid-19, particularmente el RD-ley 8/2020. En este 
sentido, hay que tener en cuenta que, el art. 1.2.c) del 
RD-Ley 10/2020, establece que quedan excluidos del 
ámbito de aplicación del permiso retribuido obligatorio 
los trabajadores de “aquellas empresas que hayan 
solicitado o estén aplicando un expediente de regulación 
temporal de empleo de suspensión y aquellas a las 
que les sea autorizado un expediente de regulación 
temporal de empleo de suspensión durante la vigencia 
del permiso previsto este real decreto-ley”. De lo anterior 
se desprende que lo que el RD-ley 10/2020 establece 
es que, desde el punto de vista laboral, las empresas 
pueden dar cumplimiento a las limitaciones de movilidad 
impuestas a sus trabajadores, bien concediendo un 
permiso retribuido recuperable, o bien procediendo a un 
ERTE por fuerza mayor. Es decir, los centros sanitarios 
privados no considerados esenciales y obligados a 
paralizar su actividad para dar cumplimiento a tales 
limitaciones de movilidad, no están obligados a aplicar 
como única medida posible el permiso obligatorio, 

retribuido y recuperable, sino que pueden también 
recurrir a un ERTE por fuerza mayor, que de acuerdo con 
las previsiones que lo regulan, en caso de ser autorizado 
por la Autoridad Laboral tendría efectos de su solicitud 
y permitiría a los trabajadores cobrar prestaciones con 
efectos retributivos. 

La posibilidad alternativa de conceder los permisos 
retribuidos obligatorios o proceder a la tramitación de 
un ERTE en todas aquellas actividades consideradas no 
esenciales se extrae claramente del criterio técnico de la 
Dirección General de Trabajo del Ministerio de Trabajo y 
Economía Social (DGE-SGON-849CRA, de 31 de marzo 
de 2020). Dando “respuesta a la pregunta relativa a las 
medidas que pueden aplicar las empresas que se ven 
obligadas a interrumpir su actividad o parar su producción 
al mínimo indispensable durante el período que va del 30 
de marzo al 9 de abril como consecuencia de la entrada 
en vigor del Real Decreto Ley 10/2020 para reducir la 
movilidad de la población”,  el citado criterio señala 
que “las empresas podrán adoptar- o seguir adoptando- 
cualesquiera medidas de las previstas legalmente 
que garantice suficientemente el objetivo pretendido 
por la norma que es la reducción de la movilidad de 
los trabajadores durante el periodo previsto, de 30 de 
marzo a 9 de abril ambos inclusive (…)”. “A partir de 
aquí –sigue indicando el criterio técnico- cualquier 
medida es válida siempre que se respete el régimen 
legal previsto y permita de manera adecuada obtener, 
durante el periodo descrito, el fin pretendido que es 
limitar al máximo la movilidad laboral: a) La suspensión 
de los contratos por causa de fuerza mayor conforme a 
la descripción y régimen previsto en el artículo 22.1 del 
Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, esto es, las 
fundadas de manera directa en pérdidas de actividad 
como consecuencia del COVID-19 (…)”. Y Añadiendo 
que: “Respecto de aquellas que puedan ser autorizadas 
durante el periodo temporal descrito si estuviesen 
basadas de manera exclusiva en la paralización e 
interrupción de actividades derivada del Real Decreto-
ley 10/2020, de 29 de marzo, pueden justificar y 
entenderse como provenientes de fuerza mayor temporal 
a los efectos previstos en el artículo 47 del Estatuto de 
los Trabajadores, si bien limitadas en su duración hasta 
el día 9 de abril de 2020”. Para finalmente concluir el 
citado criterio técnico que “para garantizar la extensión 
del confinamiento durante el periodo descrito de 30 de 
marzo a 9 de abril ambos inclusive, podrán adoptase 
por las empresas cuantas medidas satisfagan adecuada 
y suficientemente dicha restricción de movimientos por 
las personas trabajadoras, siempre que concurran las 
circunstancias y requisitos que justifican su uso y con 
arreglo a las limitaciones y exigencias legales prevista 



en cada caso.”

Pues bien, utilizando esa referencia a “siempre que 
concurran las circunstancias y requisitos que justifican 
su uso” y considerando la normativa específica aprobada 
respecto los ERTES por fuerza mayor en el contexto de 
la crisis del Covid (en particular, art. 22 RD-Ley 8/2020 
y art. 1.2 RD-Ley 10/2020), teniendo en cuenta el 
contenido de la Orden del Ministerio de Sanidad antes 
aludida que ordena, como se ha visto, la paralización de 
todas aquellas actividades no consideradas esenciales 
(art. 3), así como el contenido del reseñado criterio 
técnico del Ministerio de Trabajo y Economía Social, a 
lo que habría que añadir también el criterio mantenido 
por la jurisprudencia, que considera fuerza mayor a 
efectos laborales la imposibilidad de continuar con 
la actividad empresarial y las prestaciones laborales 
como consecuencia de decisiones de los poderes 
públicos ajenas a la voluntad y responsabilidad de la 
empresa (véase, entre otras, STS 5 de julio de 2000, 
Rº 3115/1999; STS 10 junio 2009, Rº 5863/2006; 
STSJ Aragón 26 enero 2004, Rº 1194/2003; STSJ 
Andalucía 18 septiembre 2002, Rº 969/2002), parece 
razonable pensar que un ERTE por fuerza mayor relativo 
a un centro sanitario privado, no considerado servicio 
esencial, presentado tras la aprobación del RD-Ley 
10/2020 y la citada Orden del Ministerio de Sanidad, 
tiene bastantes probabilidades de ser autorizado por la 
Autoridad Laboral. 

Concretando aún más, adviértase que el art. 22 del RD-ley 
8/2020 alude, en punto a estos ERTES por fuerza mayor 
en el contexto de la crisis del Covid, a las suspensiones 
de contrato que “tengan su causa directa en pérdidas 
de actividad como consecuencia del COVID-19, incluida 
la declaración del estado de alarma, que impliquen 
suspensión o cancelación de actividades, cierre temporal 
de locales de afluencia pública, restricciones (…) de la 
movilidad de las personas (…)”. Y, como se apuntaba, 
parece razonable entender que la no declaración de 
esencialidad y la orden de paralización para evitar 
desplazamientos decretada por las autoridades y, 
particularmente por la Orden del Ministerio de Sanidad, 
encaja en las circunstancias referidas en el citado 
precepto. Ello sin perjuicio de que, además, con carácter 
previo a que se haya aclarado lo que se considera esencial 
o no y que se haya decretado la orden de paralizar lo no 
esencial, ya pudieran concurrir en los centros sanitarios 
privados otras circunstancias que también encajasen en 
la noción de fuerza mayor apuntada, tales como la falta 
de afluencia de público debido a las recomendaciones 
de las autoridades para evitar contagios o la “falta de 
suministros que impidan gravemente continuar con el 

desarrollo ordinario de la actividad”-según dispone 
expresamente el citado art. 22 RD-Ley 8/2020-, tal y 
como puede haber ocurrido como consecuencia de la 
inexistencia en el mercado de determinados equipos de 
protección para evitar contagios en la actividad de tales 
centros sanitarios privados.


